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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo once de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00425-00  
          
 



Acta N° 245 de mayo 11 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela que Javier Elías Arias Idárraga promueve contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y el agente del Ministerio Público local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; el Banco de Bogotá, Alcaldía y Personería Municipal de La Virginia.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y al agente del Ministerio Público locales, en procura de  la protección de los derechos “al debido proceso, defensa, art. 13 CN” que estima lesionados por cuanto dentro de la acción popular radicada en el despacho judicial accionado con el número “2015-62”, luego de varias liquidaciones de costas le fija finalmente la suma de $50.000, sin tener en cuenta todo el desarrollo que conllevó a la prosperidad de la demanda.
Solicitó, en consecuencia, ordenar al Juzgado que le fije agencias en derecho en 1 smlmv  y se condene por el mismo rubro al municipio donde ocurre la vulneración; que se conmine al procurador, demuestre cómo ha garantizado sus prebendas procesales; se ordene al municipio de La Virginia que se pronuncie sobre la tutela y sea condenado en agencias en derecho en un salario mínimo legal mensual vigente.




Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; el Banco de Bogotá, Alcaldía y Personería Municipal de La Virginia.


    


La procuradora regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. El Juzgado remitió en disco compacto copia de la respectiva actuación y se opuso a la prosperidad de las pretensiones.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular (art. 86 CN). 

En el caso presente, Javier Elías Arias Idárraga, dirige su reclamo, entre otros, frente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima conculcados por dicha autoridad judicial que fijó agencias en derecho a su favor en suma de $50.000 dentro de la acción popular de que se da cuenta y, estima, las mismas deben señalarse en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente. 
   
  


Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido; se agotó el recurso de ley frente al proveído que aprobó la respectiva liquidación de costas; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca la demandante al funcionario demandado influiría en la decisión de fondo que se reprocha y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

   



Es viable, en consecuencia analizar si se da alguno de los supuestos especiales, concretamente, si se pudo configurar un defecto sustantivo sobre el cual se precisa que
 …tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible en caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene.”
  



Bien se puede entender que el reproche tiene origen en que en el Acuerdo 1887 de 2003 “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, aplicable para el asunto en cuestión atendiendo la fecha de promoción de la demanda
, se estableció que, en tratándose de acciones populares, las agencias de primera instancia se pueden establecer hasta 4  salarios mínimos legales mensuales vigentes, y el despacho solo asignó un rubro de cincuenta mil pesos ($50.000,oo).

Para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que radicó ante el juzgado accionado, con auto del 4 de abril de 2017, por medio del cual se resolvieron los recursos elevados por ambos extremos del litigio en relación con el auto que había aprobado la liquidación de costas, finalmente se fijaron las agencias en derecho en la suma indicada. 
Esa resolución, por sí sola, no alcanza a trasgredir los derechos de aquel, porque la intelección que al asunto le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al accionante, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger. Apoyada en fundamentos de orden legal y con el criterio que sobre el asunto estimó aplicable, precedida de argumentos en torno a la carga que le incumbe al interesado, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en su decisión, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen, según viene de verse, en el presente asunto. 

Se hizo ver que para la final fijación efectuada se tenía en cuenta la gestión desplegada dentro del asunto, que se caracterizó por la falta de asistencia del interesado a todas y cada una de las audiencias programadas: la de pacto de cumplimiento, de pruebas, inspección judicial; que únicamente se limitó a hacer presentación del libelo y arrimar escritos de gastos de gasolina a la postre desechados. Ello, permite concluir que la posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual, el amparo se negará. 

Por improcedente, a la luz de lo reglado en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, se declarará improcedente la pretensión de que se condene a la Alcaldía Municipal en agencias en derecho, pues nunca, durante el trámite de la acción popular, elevó una solicitud similar al juzgado para que proveyera sobre el particular. Solo en la medida en que se agote esa gestión, podría tener injerencia el juez constitucional, para analizar si a raíz de la respuesta se puede ver comprometido o no un derecho fundamental.  

  


La misma resolución cabe sobre la solicitud de amparo frente al agente del Ministerio Público, como quiera que no existe evidencia acerca de que se le haya pedido previamente que suministre las explicaciones que se impetran directamente por esta vía.





Por infundada se negará la solicitud frente a la Alcaldía Municipal de La Virginia, acerca de que se pronuncie en torno a esta acción de tutela y se le condene en costas. 
  



Se absolverá a los demás vinculados por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.

 



Se niega la pretensión de que se condene a la Alcaldía Municipal de La Virginia en agencias en derecho.

  


Se declara improcedente el amparo frente al agente del Ministerio Público.




Se niega, por infundada, la solicitud frente a la Alcaldía Municipal de La Virginia, acerca de que se pronuncie dentro de esta demanda y se le condene en costas.

Se absuelve a los demás intervinientes.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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